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Mensajes clave
Luego de que el presupuesto nacional se reduzca en términos reales un 26,3% en 2024 y un 28,8% en 2025, 

para 2026 la caída alcanza el 36,3%. De esta forma, se profundiza y consolida el ajuste presupuestario que 

se inició a partir del 2023.

Durante los primeros 6 meses del 2026, el Gobierno destinó $12 de cada $100 al pago de la deuda pública.

El presupuesto de la Subsecretaría de Ambiente es un 82,4% menor al de 2023. Su participación dentro del 

presupuesto nacional es nueve veces menor que en ese año.

La Administración de Parques Nacionales presenta una caída real del 41,7% con respecto a 2023. Los re-

cortes realizados durante el primer semestre no constituyen gastos secundarios, sino que erosionan la 

capacidad operativa necesaria para la gestión cotidiana de las áreas protegidas.

El Fondo Nacional para el Enriquecimiento y Conservación de los Bosques Nativos cuenta para el 2026 con 

$17.442 millones. Según la Ley Nº 26.331, debería tener asignados $436.890 millones, 25 veces más. Este 

fondo presenta una caída real del 71% con respecto al 2023.

El Servicio Nacional de Manejo del Fuego sufre un recorte real del 72,3% con respecto al 2023. Esto se 

refleja en una disminución de sus metas físicas, tanto para horas de vuelo como para informes de alerta 

temprana y evaluación de peligro de incendios, disminuyendo así la capacidad de respuestas operativas por 

parte del Estado tanto para la prevención como para el manejo de incendios consumados.

El Sistema de Áreas Marinas Protegidas presenta una caída real del 41,9% con respecto al 2023. La pérdida 

de recursos destinados a la protección de las áreas marinas adquiere particular relevancia en un contexto 

de expansión de proyectos hidrocarburíferos y de infraestructura energética sobre el Mar Argentino.

Las partidas destinadas al saneamiento de la cuenca Matanza–Riachuelo forman parte de las políticas so-

cioambientales más afectadas durante los últimos 3 años, presentando caídas reales del 76,6%, del 87,7% y 

del 93,1% durante 2024, 2025 y 2026, respectivamente. Este desfinanciamiento se lleva a cabo a pesar de 

que la mayoría de las mandas judiciales establecidas en 2008 continúan pendientes.

Las partidas destinadas al fomento de energías renovables y eficiencia energética podrían alcanzar un 

aumento real del 5,8% respecto a 2023. Su presupuesto depende en gran medida del financiamiento inter-

nacional, el cual no apunta a un cambio de matriz energética sino a una mejora en el uso de tecnología de 

bajo consumo.

El presupuesto destinado a subsidiar empresas hidrocarburíferas representa 14,5 veces lo asignado para 

el Servicio Nacional de Manejo del Fuego y casi 6 veces el presupuesto de la Subsecretaría de Ambiente.

En 2025 se alcanzó el máximo histórico de 23.896 fracturas en la formación Vaca Muerta. Esto generó un 

récord de 121 sismos inducidos por el fracking. En los primeros 6 meses de 2026, se registraron 14.963 frac-

turas y 51 sismos. Mientras tanto, el presupuesto destinado al programa de Prevención Sísmica presenta 

una caída real del 40% con respecto al 2023.



4HACIA UNA NUEVA NORMALIDAD: AJUSTE Y DESFINANCIAMIENTO DE LA POLÍTICA AMBIENTAL

DOCUMENTO FARN

Luego de que en 2025 dejará de existir el Instituto Nacional de Asunto Indígenas, en 2026 se eliminó la 

partida presupuestaria de dicho organismo dentro del presupuesto nacional. Mientras tanto, se mantiene 

el programa Atención y Desarrollo de Poblaciones Indígenas, el cual presenta una caída real del 46,5% con 

respecto a 2023. Este ajuste consolida y profundiza la tendencia que comenzó hace 9 años, presentando 

en 2026 una caída real del 77% en comparación con 2017.

Entre 2024 y 2026, el Servicio Meteorológico Nacional desvinculó a más de 200 personas que trabajaban en 

el organismo. Esto se explica en gran medida debido al fuerte desfinanciamiento: en 2026, su presupuesto 

presenta una caída real del 47,7% en comparación con 2023.

Mientras que la mayoría de las partidas ambientales sufren fuertes caídas en términos reales, la Secretaría 

de Inteligencia del Estado, con un presupuesto de casi $100.000 millones, presenta un aumento real del 

7,3% en comparación con 2023.

Durante los primeros 6 meses del 2026, el Gobierno acumuló $1.456.194 millones de superávit financie-

ro. Con sólo el 3,6% de dicho superávit ($52.632 millones) se podría haber mantenido el presupuesto del 

Servicio Nacional de Manejo del Fuego en los mismos niveles que en 2023.

El ajuste fiscal llevado a cabo por el Gobierno no sólo implica disponer de menos recursos, sino también 

debilitar las herramientas con las que cuenta el Estado para garantizar derechos sociales, culturales, eco-

nómicos y ambientales.
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Introducción
El primer semestre de 2026 presenta una novedad significativa respecto de los dos primeros años de la gestión de 

La Libertad Avanza. Por primera vez, el Gobierno nacional trabaja con un presupuesto aprobado por el Congreso 

de la Nación. Luego de dos ejercicios consecutivos —2024 y 2025— en los que el Estado nacional funcionó con la 

prórroga del Presupuesto 2023, la sanción de la Ley N° 27.798 restableció formalmente una instancia central de 

discusión legislativa sobre la asignación de los recursos públicos. 

Este cambio resulta particularmente relevante después de dos años en los que la ausencia de una nueva ley de 

presupuesto le otorgó al Poder Ejecutivo Nacional (PEN) un margen excepcional de discrecionalidad para redefinir 

durante el ejercicio las prioridades del gasto público. Como se señaló en las ediciones anteriores de este Monitor, 

durante 2024 y 2025, las sucesivas modificaciones presupuestarias realizadas mediante decretos y decisiones 

administrativas acompañaron un proceso de fuerte ajuste del presupuesto público y permitieron reconfigurar la 

asignación de recursos sin atravesar la discusión parlamentaria. La aprobación del Presupuesto 2026 modifica ese 

punto de partida institucional, aunque no cambia la orientación de la política fiscal del Gobierno. Durante 2024 

y 2025, el ajuste real del presupuesto alcanzó el 26,3% y el 28,8%, respectivamente. En 2026, la caída real es de 

un 36,3%. De esta forma, se profundiza y consolida el ajuste fiscal iniciado a fines del 2023.

El análisis de las partidas ambientales durante los primeros seis meses del 2026 permite observar una continuidad 

de buena parte de las tendencias identificadas durante los dos años anteriores. Luego de los fuertes recortes reales 

registrados en 2024 y 2025, el problema ya no reside únicamente en los márgenes de reducción interanual, sino, 

fundamentalmente, en la consolidación de un presupuesto ambiental reducido a su mínima expresión. 

A este escenario se le agrega la evolución de la inflación sobre la cual fue construido el Presupuesto 2026. Las 

estimaciones de inflación incorporadas al presupuesto constituyen un elemento central para analizar la suficiencia 

real de los presupuestos asignados, dado que una evolución de los precios superior a la prevista erosiona durante 

el propio ejercicio la capacidad de compra de las partidas si estas no son actualizadas en la proporción adecuada. 

Al finalizar junio, la inflación promedio anual para 2026, considerando los datos de INDEC y del Relevamiento de 

Expectativas de Mercado (REM), da un resultado de 32,6%. Por su parte, la Ley N° 27.798 estimó una inflación del 

18,9% para todo el 2026. Esta diferencia obliga a analizar la evolución de los presupuestos no sólo en términos nomi-

nales, sino particularmente en términos reales.

La existencia de una ley de presupuesto tampoco elimina la capacidad del PEN para modificar las asignaciones 

aprobadas por el Congreso durante su ejecución. De hecho, durante los primeros meses de 2026 ya se realizaron 

adecuaciones presupuestarias y, en mayo, se dispusieron reducciones de presupuestos en distintas jurisdicciones 

con el objetivo explícito de garantizar el cumplimiento de la meta de equilibrio o superávit financiero establecida 

por la ley. Esto refuerza la necesidad de distinguir entre los presupuestos iniciales aprobados por el Congreso, el 

presupuesto vigente —luego de sus sucesivas modificaciones— y los recursos efectivamente ejecutados.

Los resultados presentados en esta edición del Monitor Ambiental del Presupuesto muestran, en este sentido, una 

nueva etapa del proceso iniciado en 2024. Si durante los primeros años de la actual gestión el rasgo predominante 

fue la magnitud y velocidad de los recortes, durante 2026 comienza a adquirir mayor relevancia su consolidación en 

el tiempo. El riesgo que se abre es que estos niveles extraordinariamente bajos de financiamiento se constitu-

yan como una característica base de la política ambiental nacional.

https://farn.org.ar/tematicas/politica-ambiental/monitor-del-presupuesto-ambiental/
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Esta consolidación tiene consecuencias que exceden la dimensión estrictamente presupuestaria. La reducción per-

sistente de los recursos destinados a la protección ambiental afecta las capacidades del Estado para prevenir incen-

dios, conservar bosques nativos y áreas protegidas, realizar evaluaciones y controles ambientales, gestionar riesgos 

socioambientales y sostener políticas de transición energética. En un contexto atravesado por la crisis climática y 

ecológica, mantener durante varios años niveles reducidos de financiamiento no sólo posterga políticas públicas: 

puede producir una pérdida progresiva de capacidades institucionales, técnicas y operativas cuya reconstrucción 

futura será considerablemente más compleja y costosa.

Modificaciones presupuestarias
Durante los primeros seis meses del año se realizaron dos modificaciones presupuestarias de alcance general, ins-

trumentadas mediante las Decisiones Administrativas N° 2/2026 y N° 20/2026. En conjunto, ambas medidas reduje-

ron el presupuesto nacional en $2.439.415 millones, equivalentes al 1,6% del presupuesto aprobado por ley.

En comparación con 2024 y 2025, años en los que se trabajó con sucesivas prórrogas presupuestarias, durante el 

primer semestre de 2026 se registró una menor cantidad de modificaciones presupuestarias de alcance general. 

Mientras que entre enero y junio de 2026 se contabilizaron dos decisiones administrativas, durante el mismo período 

de 2024 y 2025 se habían registrado tres modificaciones en cada año.

Al analizar por finalidad, se observa que todas, con excepción de los Servicios de la Deuda Pública, sufrieron re-

ducciones presupuestarias durante los primeros seis meses del año (ver Tabla 1). Sin embargo, para comprender la 

magnitud del ajuste realizado por el Gobierno nacional resulta necesario analizar estas modificaciones en el marco 

del deterioro acumulado desde 2023.

Entre 2023 y 2026 se produjeron cambios significativos en la composición del presupuesto nacional. Siguiendo 

la Tabla 1, la participación de Administración Gubernamental disminuyó del 6,2% al 5,3%, mientras que Servicios 

Económicos pasó del 14,9% al 7,5% —explicado en mayor medida por la reducción de subsidios energéticos y al trans-

porte—, reduciendo prácticamente a la mitad su peso dentro del presupuesto. En sentido contrario, Servicios de 

Defensa y Seguridad incrementó levemente su participación, del 4,5% al 4,8%, y los Servicios de la Deuda Pública 

pasaron del 9,1% al 9,7%. Por su parte, Servicios Sociales aumentó su participación del 65,3% al 72,6% del presupuesto 

nacional.

El aumento de la participación de algunas finalidades no implica, sin embargo, que hayan recibido mayores recursos. 

En términos reales, entre 2023 y 2026 el presupuesto nacional se redujo un 36,3%. Administración Gubernamental 

y Servicios Económicos registraron caídas superiores al promedio, del 44,9% y 67,8%, respectivamente. Por su parte, 

Servicios de la Deuda Pública, Servicios de Defensa y Seguridad y Servicios Sociales también sufrieron reducciones 

reales, aunque de menor magnitud que el presupuesto general: 32,4%, 31,5% y 29,2%, respectivamente.

El caso de Servicios Sociales resulta especialmente relevante. Su mayor participación dentro del presupuesto na-

cional —del 65,3% en 2023 al 72,6% en 2026— no responde a un incremento real de los recursos destinados a esta 

finalidad, sino a que su caída fue menor que la registrada por el presupuesto en su conjunto. En otras palabras, 

Servicios Sociales representa una porción mayor de un presupuesto considerablemente más pequeño.
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Esta distinción es fundamental para dimensionar el ajuste. Servicios Sociales concentra históricamente la mayor par-

te del gasto público nacional e incluye, entre otras, partidas destinadas a jubilaciones y pensiones, salud, educación 

y asistencia social. Por esta razón, una caída real del 29,2%, aunque porcentualmente menor a la observada en 

otras finalidades, representa una reducción muy significativa en términos absolutos y afecta directamente los 

recursos destinados a políticas fundamentales para la garantía de derechos económicos, sociales y culturales.

De esta manera, el aumento de la participación relativa de Servicios Sociales no debe interpretarse como una mayor 

priorización presupuestaria. Por el contrario, muestra cómo la composición del gasto puede modificarse incluso en 

un escenario en el que todas las grandes finalidades pierden recursos en términos reales. 

Tabla 1. Presupuestos en millones de pesos destinados a las distintas finalidades, su participación sobre el 

presupuesto total y su variación real entre 2023 y 2026

Finalidades

2023 2026

Variación real 
2026 con 
respecto a 2023

Ejecutado a 
precios 2026

Participación 
sobre el 
presupuesto total

Inicial Vigente
Participación 
sobre el 
presupuesto total

Administración 
Gubernamental

14.126.627 6,2%   8.859.072 7.781.114 5,3% -44,9%

Deuda Pública 20.884.503 9,1%  14.119.847 14.119.847 9,7% -32,4%

Servicio de 
Defensa y 
Seguridad

10.288.548 4,5%   7.111.223 7.045.940 4,8% -31,5%

Servicios 
Económicos

33.963.043 14,9%  11.457.503 10.950.053 7,5% -67,8%

Servicios Sociales 149.412.486 65,3% 106.521.648 105.732.966 72,6% -29,2%

Presupuesto total 228.675.206 100,0% 148.069.294  145.629.921 100,0% -36,3%

Fuente: Elaboración propia en base a datos de Presupuesto Abierto, INDEC y REM.
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Subsecretaría de Ambiente
Luego de la degradación del ex Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible a Subsecretaría de Ambiente, sus 

recursos registraron caídas reales del 79,4% en 2024 y del 80,8% en 2025 con respecto al 2023.

En 2026, la Subsecretaría de Ambiente1 inició el año con un presupuesto de $51.507 millones. En el primer semes-

tre, el presupuesto vigente se redujo a $49.697 millones, un recorte de $1.810 millones. De ese total, se ejecutaron 

apenas $10.083 millones, equivalentes al 20,3% de los recursos disponibles (ver Gráfico 1). En términos reales, el 

presupuesto vigente representa una caída del 82,4% respecto de 2023, profundizando y consolidando el ajuste 

registrado durante los dos primeros años de la gestión de La Libertad Avanza.

La pérdida de relevancia presupuestaria de la política ambiental también se observa al analizar la participación de la 

Subsecretaría dentro del presupuesto nacional. Desde 2022 se registra una tendencia descendente, que se profundi-

zó durante los últimos tres años (ver Gráfico 2). Mientras que en 2023 el entonces Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible representaba el 0,12% del presupuesto nacional, durante el primer semestre de 2026 la ejecución de la 

actual Subsecretaría de Ambiente representó apenas el 0,013% del gasto ejecutado por el Estado nacional, una 

participación nueve veces menor.

Incluso si durante el segundo semestre se ejecutara la totalidad de los recursos actualmente disponibles, el presu-

puesto de la Subsecretaría representaría apenas el 0,034% del presupuesto nacional, una participación casi cuatro 

veces menor a la registrada en 2023.

1. La partida presupuestaria de la Subsecretaría de Ambiente, que se denominaba “Ambiente”, dejó de existir. Sus programas quedaron englobados 
en la Secretaría de Turismo y Ambiente bajo la órbita de la Jefatura de Gabinete de Ministros. Las partidas presupuestarias contempladas para esta 
área son:

•	 Actividades Comunes a los Programas de Ambiente
•	 Articulación y Educación Ambiental
•	 Evaluación y Control Ambiental
•	 Política Ambiental en Recursos Naturales
•	 Promoción y Gestión del Impacto Climático y el Desarrollo Sostenible

No se incluye el programa Actividades Comunes a los Programas de Turismo y Ambiente ya que no se puede diferenciar cuánto dinero se ejecuta para 
cada caso.
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Gráfico 1. Ejecución presupuestaria de la Subsecretaría de Ambiente a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 2. Participación de la Subsecretaría de Ambiente dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Administración de Parques Nacionales
La Administración de Parques Nacionales (APN) comenzó el 2026 con un presupuesto de $111.459 millones. Durante 

el primer semestre, este presupuesto inicial se recortó a $106.977 millones. De este total, se ejecutaron $45.622 

millones, equivalentes al 42,6% de los recursos disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente presenta una 

caída del 41,7% respecto de 2023, consolidando el ajuste registrado durante los últimos tres años (ver Gráfico 3).

Más allá de su magnitud, resulta relevante analizar sobre qué funciones recayeron los recortes realizados en el año. 

La reducción dispuesta mediante la Decisión Administrativa N° 20/2026 afectó directamente los recursos destina-

dos al funcionamiento cotidiano de las áreas protegidas administradas por la APN. Entre las líneas presupuestarias 

alcanzadas se encuentran aquellas destinadas a servicios técnicos y profesionales, mantenimiento y reparación de 

maquinaria, vehículos e infraestructura, combustibles y lubricantes, repuestos, limpieza, energía eléctrica e insumos 

básicos. También se redujeron recursos destinados a infraestructura, formación y capacitación, políticas de conser-

vación y al Sistema de Áreas Marinas Protegidas.

Estos recortes adquieren mayor relevancia al considerar el deterioro presupuestario acumulado desde 2023. Las 

partidas afectadas no constituyen gastos secundarios, sino que sostienen la capacidad operativa necesaria 

para la gestión cotidiana de las áreas protegidas y para tareas vinculadas al monitoreo y conservación de la 

biodiversidad, la prevención y manejo de incendios, el control y vigilancia ambiental y la atención de visitantes. 

Por lo tanto, nuevas reducciones sobre un presupuesto que ya perdió más del 40% de su valor real profundizan las 

dificultades para sostener estas funciones.

Esta tendencia también se observa en la participación de la APN dentro del presupuesto nacional. Desde 2023, su 

peso relativo disminuyó de manera sostenida, pasando del 0,08% en 2023 al 0,06% durante el primer semestre de 

2026 (ver Gráfico 4). Incluso si durante el segundo semestre se ejecutara la totalidad de los recursos actualmente 

disponibles, su participación alcanzaría apenas el 0,073% del presupuesto nacional, manteniéndose por debajo del 

nivel registrado en 2023, previo a la asunción presidencial de La Libertad Avanza.

Gráfico 3. Ejecución presupuestaria de la Administración de Parques Nacionales a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.
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Gráfico 4. Participación de la Administración de Parques Nacionales dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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niveles de subejecución llevó al Fondo de Bosques a registrar durante los últimos años su menor participación 

en el presupuesto nacional de la última década. En 2024, debido a la ejecución nula de los recursos asignados, 
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su participación fue del 0%; en 2025 representó apenas el 0,002% y durante el primer semestre de 2026 alcanzó el 

0,0034% (ver Gráfico 6).

Incluso si durante el segundo semestre se ejecutara la totalidad de los recursos actualmente disponibles, el Fondo 

de Bosques representaría apenas el 0,012% del presupuesto nacional, muy lejos tanto del 0,3% establecido por la Ley 

N° 26.331 como del 0,026% que representaba en 2023.

Gráfico 5. Ejecución presupuestaria del Fondo de Bosques a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 6. Participación del Fondo de Bosques dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Servicio Nacional de Manejo del Fuego
El Servicio Nacional de Manejo del Fuego (SNMF) constituye una herramienta central para la prevención, monitoreo y 

manejo de incendios en todo el territorio nacional. Su funcionamiento permite generar sistemas de alerta temprana, 

coordinar recursos y desplegar medios terrestres y aéreos frente a emergencias, tareas que involucran a brigadistas, 

técnicos y personas trabajadoras que se exponen cotidianamente a situaciones de alto riesgo para proteger a las 

comunidades y los ecosistemas afectados por el fuego2.

El SNMF comenzó el 2026 con un presupuesto de $20.131 millones, monto que se mantuvo sin modificaciones du-

rante los primeros seis meses del año. Al finalizar el primer semestre, se ejecutaron $16.887 millones, equivalentes 

al 83,9% de los recursos disponibles. A pesar de este elevado nivel de ejecución, en términos reales el presupuesto 

del SNMF presenta una caída del 72,3% respecto de 2023 (ver Gráfico 7).

La fuerte reducción de los recursos disponibles también se refleja en las metas físicas previstas para 2026. Las 

horas de vuelo destinadas al combate de incendios pasan de 5.100 en 2023 a 3.100 en 2026, lo que representa una 

reducción del 39,2%. A su vez, los informes de alerta temprana y evaluación del peligro de incendios disminuyen de 

2.235 en 2023 a 1.850 previstos para 2026, una caída cercana al 20%3. Estos indicadores reflejan una menor dis-

ponibilidad de herramientas tanto para la respuesta operativa frente a los incendios como para su prevención 

y planificación.

En cuanto a su participación dentro del presupuesto nacional, el SNMF alcanzó su máximo en 2022, cuando repre-

sentó el 0,081% del gasto total. Posteriormente, su participación cayó hasta el 0,008% en 2024, en un contexto de 

fuerte subejecución presupuestaria, y se recuperó hasta aproximadamente el 0,05% en 2025, principalmente como 

consecuencia de las ampliaciones presupuestarias realizadas hacia finales de ese año. Durante el primer semestre 

de 2026, el SNMF representó el 0,022% del presupuesto nacional ejecutado (ver Gráfico 8).

Esta participación, sin embargo, podría reducirse hacia finales del año. El SNMF ya ejecutó el 83,9% de los recursos 

disponibles durante los primeros seis meses, un nivel considerablemente superior al promedio de ejecución del pre-

supuesto nacional. En caso de no recibir nuevas ampliaciones presupuestarias durante el segundo semestre, el 

margen disponible para sostener el funcionamiento del SNMF será limitado y su participación relativa dentro 

del gasto nacional tenderá a disminuir a medida que avance la ejecución del resto de las partidas.

2. Con posterioridad al período analizado en este Monitor, el 29 de julio de 2026, siete personas fallecieron al accidentarse en un helicóptero durante 
una capacitación vinculada al Sistema Nacional de Manejo del Fuego en el Parque Provincial Ischigualasto, en la provincia de San Juan. Entre las 
víctimas se encontraban integrantes del SNMF y personal de distintas fuerzas que participaban de la capacitación. El hecho pone de manifiesto los 
riesgos a los que se encuentran expuestos quienes participan en las tareas de prevención y combate de incendios forestales, cuyo trabajo resulta 
fundamental para la protección de los ecosistemas y de las comunidades frente al fuego.

3. Durante 2023, finalmente se ejecutaron menos horas de vuelo que las presupuestadas, alcanzando las 3.058. Por su lado, se realizaron más 
Informes de alerta temprana y evaluación del peligro de incendios, alcanzando los 2.731. El hecho de tener metas físicas inferiores a las de años 
anteriores habilita a que haya un presupuesto menor para el manejo del fuego.
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Gráfico 7. Ejecución presupuestaria del Servicio Nacional de Manejo del Fuego a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 8. Participación del Servicio Nacional de Manejo del Fuego dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Manejo del Fuego 
La actividad Manejo del Fuego, dependiente de la Administración de Parques Nacionales (APN), comenzó 2026 con 

un presupuesto de $6.805 millones, monto que se mantuvo sin modificaciones durante el primer semestre. Al fina-

lizar junio, se ejecutaron $2.420 millones, equivalentes al 35,6% de los recursos disponibles.

A diferencia del resto de las partidas ambientales analizadas en este Monitor, Manejo del Fuego es la única que podría 

registrar una recuperación en términos reales respecto de 2023. En caso de ejecutarse la totalidad de los recursos 

disponibles durante 2026, su presupuesto representaría un aumento real del 9,2% con respecto a aquel año (ver 

Gráfico 9). Sin embargo, esta recuperación depende de que los fondos asignados sean efectivamente ejecutados 

durante el segundo semestre.

El peso que tiene esta partida dentro del presupuesto nacional es muy bajo y su aumento responde en gran medida 

al recorte mayor del resto del presupuesto total, por lo que su aumento en términos reales sigue siendo marginal 

para poder responder eficazmente a la prevención y manejo del fuego. La actividad pasó de representar el 0,0023% 

del presupuesto nacional en 2023 al 0,0032% durante el primer semestre de 2026, un nivel similar al 0,003% regis-

trado en 2022. En caso de ejecutarse la totalidad de los recursos disponibles, su participación podría alcanzar el 

0,0046% hacia finales del año (ver Gráfico 9).

Si consideramos el consolidado del SNMF y Manejo del Fuego, obtenemos un total de $26.936 millones, lo que impli-

ca una caída real del 65,9% en comparación al presupuesto de ambas partidas en 2023.

Gráfico 9. Ejecución presupuestaria del Manejo del Fuego a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.
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Gráfico 10. Participación del Manejo del Fuego dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

Sistema de Áreas Marinas Protegidas
El Sistema de Áreas Marinas Protegidas (SAMP) registró una caída real del 37,6% y del 36,4% durante 2024 y 2025, 

respectivamente.

En 2026, el SAMP comenzó con un presupuesto de $847 millones. Luego de un recorte de $40 millones, cuenta con 

un presupuesto vigente de $807 millones. De ese total, se ejecutaron $273 millones, equivalentes al 33,8% de los 

recursos disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente presenta una caída del 41,9% con respecto al 

2023 (ver Gráfico 11).

La pérdida de recursos destinados a la protección de las áreas marinas adquiere particular relevancia en un 

contexto de expansión de proyectos hidrocarburíferos y de infraestructura energética sobre el Mar Argentino. 

Como se señaló en ediciones anteriores de este Monitor, proyectos como Vaca Muerta Oil Sur (VMOS) y las iniciativas 

para la exportación de gas natural licuado (GNL) implicarán un incremento de la infraestructura y del tráfico maríti-

mo asociado al transporte de hidrocarburos, aumentando las presiones y los riesgos sobre los ecosistemas marinos. 

Frente a este escenario, el deterioro presupuestario limita las capacidades estatales destinadas a la conservación 

y protección de estos ecosistemas.

Esta tendencia también se observa en la participación del SAMP dentro del presupuesto nacional. Mientras que en 

2023 representaba aproximadamente el 0,0006% del presupuesto nacional, su participación se redujo al 0,00054% 

en 2025 y al 0,00036% durante el primer semestre de 2026. Incluso si durante el segundo semestre se ejecutara la 

totalidad de los recursos actualmente disponibles, su participación alcanzaría apenas el 0,00057%, manteniéndose 

por debajo del nivel registrado en 2023.
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Gráfico 11. Ejecución presupuestaria del Sistema de Áreas Marinas Protegidas a precios constantes de 20264

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 12. Participación del Sistema de Áreas Marinas Protegidas dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

4. Los valores de 2017 y 2018 son de $0 ya que para dichos años el SAMP no tenía una partida presupuestaria asignada. Para 2019 y 2020, los valores 
fueron prácticamente nulos, alcanzando en términos nominales los 0,28 millones ejecutados para 2019 y 0,06 millones en 2020.
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Saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo
Las partidas destinadas al saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo5 sufrieron una caída real del 76,6% y del 

87,7% durante 2024 y 2025, respectivamente.

Si bien comenzaron el 2026 con un presupuesto de $50.754 millones, hoy en día cuentan con un presupuesto vigen-

te de $49.818 millones, $937 millones menos. De ese total, se ejecutaron $28.605 millones, equivalentes al 57,4% de 

los recursos disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente presenta una caída del 93,1% respecto de 

2023, constituyéndose en una de las partidas ambientales con mayor pérdida de recursos durante los últimos 

tres años (ver Gráfico 13).

A casi dos décadas del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Mendoza”, este desfinan-

ciamiento se desarrolla mientras continúan pendientes los objetivos centrales del proceso de saneamiento. Como 

se señaló en la edición anterior de este Monitor, persisten incumplimientos vinculados al control y adecuación de 

establecimientos contaminantes, la relocalización y urbanización de familias, el acceso a viviendas adecuadas, la 

expansión de las redes de agua potable y cloacas, el saneamiento de basurales y, en términos generales, la recom-

posición del daño ambiental y la mejora de la calidad de vida de quienes habitan la cuenca. La mayoría de las mandas 

judiciales establecidas en 2008 continúan pendientes.

A este deterioro presupuestario se suma un debilitamiento de los mecanismos institucionales de segui-

miento. En octubre de 2024, la Corte Suprema decidió finalizar su supervisión sobre la causa “Mendoza”. Como 

consecuencia, dejó de funcionar el Cuerpo Colegiado creado para monitorear el proceso de saneamiento y cesó la 

intervención de la Auditoría General de la Nación en el caso, reduciendo los mecanismos externos de control sobre 

los avances, demoras e incumplimientos de ACUMAR6. Este retroceso institucional se produce, además, en un con-

texto de paralización de relocalizaciones y de proyectos de urbanización en barrios afectados, con consecuencias 

sobre las condiciones habitacionales y la infraestructura construida durante los años anteriores7.

En cuanto a su participación dentro del presupuesto nacional, la pérdida de relevancia de las partidas destinadas al 

saneamiento también resulta significativa. Mientras que en 2023 representaban el 0,32% del presupuesto nacional, 

en 2026 alcanzan apenas el 0,038%, una participación más de ocho veces menor que tres años atrás (ver Gráfico 14). 

La combinación entre un proceso de saneamiento todavía inconcluso, el debilitamiento de los mecanismos de con-

trol y una caída real de los recursos superior al 90% profundiza las dificultades para garantizar que el saneamiento 

de la cuenca Matanza-Riachuelo se sostenga como una política de Estado.

5. Incluye Asistencia Financiera para Acciones en la Cuenca Matanza-Riachuelo y Desarrollo Sustentable de la Cuenca Matanza-Riachuelo.

6. Para más información, ver “Riachuelo y derechos humanos: petición internacional para que el saneamiento sea una política de Estado”, en el 
Informe Anual de FARN 2026.

7. Para más información, ver “Causa «Mendoza»: 20 años de promesas y un Estado que se fue antes de terminar”, en el Informe Anual de FARN 2026.

https://farn.org.ar/wp-content/uploads/2026/04/Presupuesto-ambiental-en-Argentina-la-consolidacion-de-un-ajuste.pdf
https://farn.org.ar/la-corte-tira-la-causa-mendoza-al-riachuelo-un-golpe-a-los-avances-logrados-en-el-saneamiento-de-la-cuenca/
https://farn.org.ar/ya-esta-disponible-el-iaf-2026/
https://farn.org.ar/ya-esta-disponible-el-iaf-2026/
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Gráfico 13. Ejecución presupuestaria de las partidas destinadas al saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo a 

precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 14. Participación de las partidas destinadas al saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo dentro del pre-

supuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Energías renovables y eficiencia energética
Las partidas destinadas al fomento de las energías renovables y la eficiencia energética8 presentaron una caída real 

del 66,4% y del 64% durante 2024 y 2025, respectivamente.

Durante 2026 comenzaron con un presupuesto de $33.893 millones. Luego de una ampliación de $1.865 millones 

realizada durante el primer semestre, hoy cuentan con un presupuesto vigente de $35.758 millones. Sin embargo, 

durante los primeros seis meses del año se ejecutaron apenas $1.630 millones, equivalentes al 4,6% de los recursos 

disponibles (ver Gráfico 15).

En caso de ejecutarse la totalidad de los fondos disponibles, estas partidas podrían registrar un aumento real del 

5,8% respecto de 2023. La mayor parte de su presupuesto corresponde a financiamiento internacional y no apunta 

a generar cambios en la matriz energética sino a una mejora en el uso de tecnología de bajo consumo.

Esta situación también se refleja en su participación dentro del presupuesto nacional. Mientras que en 2023 las 

partidas destinadas al fomento de las energías renovables y la eficiencia energética representaron el 0,015% del 

presupuesto nacional, durante el primer semestre de 2026 su participación alcanzó el 0,002% (ver Gráfico 16). En 

caso de ejecutarse la totalidad de los recursos disponibles, podrían alcanzar una participación del 0,023% hacia 

finales del año.

Gráfico 15. Ejecución presupuestaria de las partidas destinadas al fomento de energías  renovables y a la eficiencia 

energética a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

8.  Incluye Proyecto de Energías Renovables en Mercados Rurales (BIRF N° 8484) y Acciones para el Uso Racional y Eficiente de la Energía. No se 
tiene en cuenta la actividad “Subsidio Energético Focalizado – GARRAFAS (Decreto 943/2025)” que actualmente forma parte de Acciones para el 
Uso Racional y Eficiente de la Energía ya que se contabiliza dentro de “Subsidios a la demanda de hidrocarburos”, donde se encontraba contenida 
anteriormente.
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Gráfico 16. Participación de las partidas destinadas al fomento de las energías renovables y a la eficiencia energética 

dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

Subsidios a los combustibles fósiles
Los subsidios a los hidrocarburos se dividen en aquellos vinculados a la demanda y aquellos destinados a la oferta. 

Mientras los subsidios a la demanda buscan moderar el costo de la energía para hogares, aquellos destinados a la 

oferta transfieren recursos a empresas para incentivar la producción hidrocarburífera. Históricamente, estos últi-

mos han concentrado una mayor cantidad de recursos.

Como se observa en el Gráfico 17, en apenas tres de los últimos diez años los subsidios a la demanda superaron a los 

destinados a la oferta. Al comenzar el 2026, esta tendencia parecía mantenerse: los subsidios a la oferta contaban 

con un presupuesto inicial de $651.600 millones, frente a los $498.400 millones destinados a la demanda9.

Sin embargo, durante el primer semestre se produjo un cambio significativo. Los subsidios a la oferta fueron re-

cortados hasta alcanzar un presupuesto vigente de $292.015 millones, una reducción de más de la mitad de los 

recursos inicialmente asignados. De ese total, se ejecutaron $28.092 millones. Por su parte, los subsidios a la de-

manda también fueron reducidos, aunque en menor magnitud, hasta alcanzar los $438.649 millones, de los cuales 

se ejecutaron $130.577 millones. De esta manera, por primera vez durante la gestión de La Libertad Avanza, los 

subsidios a la demanda superan a los destinados a la oferta tanto en términos de presupuesto vigente como de 

recursos ejecutados.

9.  Los subsidios a la demanda de hidrocarburos incluyen el subprograma de igual nombre y se le suma la actividad de “Subsidio Energético Focalizado 
– GARRAFAS (Decreto 943/2025)”.
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Este cambio, sin embargo, no implica que hayan desaparecido los mecanismos estatales de promoción de la ac-

tividad hidrocarburífera. Durante los últimos años, el sector fue beneficiado por modificaciones regulatorias que 

avanzaron en la liberalización de precios, exportaciones e importaciones, así como por incentivos fiscales, aduane-

ros y cambiarios otorgados a grandes inversiones a través del Régimen de Incentivo para Grandes Inversiones (RIGI). 

Por lo tanto, los subsidios presupuestarios constituyen solo una de las herramientas mediante las cuales el Estado 

promueve el desarrollo del sector.

Aun después del fuerte recorte registrado durante el primer semestre, la magnitud de los recursos asignados a 

los subsidios a la oferta continúa siendo significativa al compararla con las políticas ambientales y de transición 

energética analizadas en este Monitor. Como se observa en la Tabla 2, su presupuesto vigente equivale a 8,2 ve-

ces los recursos destinados al fomento de las energías renovables y la eficiencia energética, casi 6 veces el 

presupuesto de la Subsecretaría de Ambiente —principal organismo ambiental a nivel nacional— y 14,5 veces el 

presupuesto del Servicio Nacional de Manejo del Fuego.

Gráfico 17. Ejecución de Subsidios a la Demanda y Oferta de Fósiles en precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

(*) Para 2026 los datos presentados son los presupuestos vigentes, mientras que para los años anteriores se presentan las 
ejecuciones.
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Tabla 2. ¿Cuántas veces se podría pagar cada partida ambiental con el presupuesto destinado a subsidiar empresas 

hidrocarburíferas?

Subsecretaría de Ambiente 5,9 

Administración de Parques Nacionales 2,7 

Fondo Nacional para el Enriquecimiento y la Conservación de los Bosques Nativos 16,7 

Servicio Nacional de Manejo del Fuego 14,5 

Manejo del Fuego (APN) 42,9 

Sistema de Áreas Marinas Protegidas 362,0 

Partidas destinadas al saneamiento de la Cuenca Matanza-Riachuelo 5,9 

Partidas destinadas al fomento de las energías renovables y la eficiencia energética 8,2 

Servicio Meteorológico Nacional 8,3 

Prevención Sísmica 150,7 

Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) 61,9 

Todas las partidas antes mencionadas 0,9

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

Prevención Sísmica
El programa Prevención Sísmica comenzó el 2026 con un presupuesto de $1.965 millones. Luego de un recorte de 

$26 millones realizado durante el primer semestre, cuenta con un presupuesto vigente de $1.938 millones. De ese 

total, se ejecutaron $881 millones, equivalentes al 45,5% de los recursos disponibles. En términos reales, el presu-

puesto vigente presenta una caída del 39,9% respecto de 2023 (ver Gráfico 18).

Esta reducción se produce en paralelo a la expansión de la explotación de hidrocarburos no convencionales median-

te la técnica de fractura hidráulica o fracking (por su nombre en inglés) en Vaca Muerta. Desde el inicio del desarrollo 

de esta actividad y hasta el 30 de junio del 2026, se registraron 576 sismos en la provincia de Neuquén, alcanzando 

el máximo histórico de 121 sismos durante 2025. Durante los primeros 6 meses del 2026, se detectaron 51 sismos. 

Antes del comienzo de la explotación no convencional, no se habían registrado eventos sísmicos en la provincia.

En simultáneo, la cantidad de etapas de fractura hidráulica continúa aumentando. Durante 2025 se alcanzó un 

máximo histórico de 23.896 fracturas, mientras que solo durante los primeros seis meses de 2026 ya se registraron 

14.963 (ver Gráfico 19). Como se señaló en la edición anterior de este Monitor, existen investigaciones que han iden-

tificado una relación entre la expansión de la actividad hidrocarburífera no convencional y eventos de sismicidad 

inducida en áreas de Vaca Muerta.

En este contexto, la caída real de casi el 40% de los recursos destinados a la prevención sísmica profundiza el 

desfasaje entre la expansión de una actividad con potencial para generar sismicidad inducida y las capacida-

des estatales destinadas al monitoreo, la prevención y la gestión del riesgo sísmico.

https://farn.org.ar/wp-content/uploads/2026/04/Presupuesto-ambiental-en-Argentina-la-consolidacion-de-un-ajuste.pdf
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Gráfico 18. Ejecución presupuestaria de Prevención Sísmica a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 19. Número de sismos registrados en la provincia de Neuquén y cantidad de fracturas hidráulicas en Vaca 

Muerta entre el 2012 y junio de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del INPRES, de la Secretaría de Energía y de medios especializados en el sector 
energético hidrocarburífero.
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Instituto Nacional de Asuntos Indígenas
En 2026, el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) dejó de contar con una partida presupuestaria propia. Sin 

embargo, se mantiene el programa Atención y Desarrollo de Poblaciones Indígenas, anteriormente bajo su órbita, 

que comenzó el año con un presupuesto de $4.725 millones. Hoy cuenta con un presupuesto vigente de $4.720 

millones, de los cuales se ejecutaron $2.361 millones, equivalentes al 50% de los recursos disponibles. En términos 

reales, el presupuesto vigente presenta una caída del 46,5% respecto de 2023 (ver Gráfico 20).

Este desfinanciamiento no constituye un fenómeno reciente, sino que forma parte de una tendencia de más largo 

plazo. Entre 2017 y 2026, los recursos destinados a esta política acumularon una caída real del 77%. Si bien entre 

2020 y 2022 se observó una recuperación parcial del financiamiento, esta tendencia se revirtió posteriormente y se 

profundizó durante los últimos años, llevando los recursos disponibles a uno de sus niveles más bajos de la última 

década.

El deterioro presupuestario se produjo, además, en paralelo a un debilitamiento institucional de la política indígena. 

En 2025, el Decreto 438/2025 quitó al INAI su carácter de organismo descentralizado, reduciendo su autonomía pre-

supuestaria, operativa y de definición política. En 2026, la desaparición de una partida específica para el organismo 

profundiza este proceso de pérdida de institucionalidad y capacidades estatales destinadas a las políticas para los 

pueblos indígenas.

Esta situación adquiere particular relevancia en un contexto de avance de proyectos extractivos, muchos de ellos 

localizados en territorios indígenas y promovidos mediante regímenes como el RIGI. La reducción sostenida de re-

cursos y capacidades institucionales limita las herramientas disponibles para garantizar el cumplimiento efectivo de 

derechos colectivos reconocidos constitucionalmente, entre ellos la consulta y participación de las comunidades 

frente a decisiones que afectan sus territorios y el reconocimiento de la propiedad comunitaria indígena.

El desfinanciamiento, por lo tanto, no sólo evidencia una menor disponibilidad de recursos, sino que profundiza la 

brecha histórica entre los derechos formalmente reconocidos y su efectiva implementación. En un escenario de 

creciente conflictividad socioambiental, el debilitamiento de las capacidades estatales destinadas a las políticas 

indígenas incrementa la vulnerabilidad de las comunidades y compromete el cumplimiento de las obligaciones cons-

titucionales e internacionales asumidas por el Estado argentino.

Esta pérdida de relevancia también se observa en su participación dentro del presupuesto nacional. En 2017, los 

recursos destinados al INAI representaban aproximadamente el 0,008% del presupuesto nacional, mientras que 

durante el primer semestre de 2026 el programa Atención y Desarrollo de Poblaciones Indígenas representó apenas 

el 0,0032% (ver Gráfico 21).
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Gráfico 20. Ejecución presupuestaria del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 21. Participación del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Servicio Meteorológico Nacional
El Servicio Meteorológico Nacional (SMN) comenzó 2026 con un presupuesto de $35.011 millones, monto que se 

mantuvo sin modificaciones. Al finalizar junio, se ejecutaron $17.270 millones, equivalentes al 49,3% de los recursos 

disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente presenta una caída del 47,7% respecto de 2023 y se ubica 

como el más bajo de los últimos diez años (ver Gráfico 22).

El deterioro presupuestario se produce, además, en un contexto de reiterados cambios en la conducción del orga-

nismo. Antonio José Mauad había sido designado como director a comienzos de 2025, pese a los cuestionamientos 

respecto del incumplimiento de los requisitos de formación establecidos por el Decreto 1432/2007. En agosto de ese 

mismo año presentó su renuncia y el organismo permaneció acéfalo durante casi seis meses. En febrero de 2026, 

Mauad fue nuevamente designado al frente del SMN, pero a fines de junio volvió a presentar su renuncia, menos de 

seis meses después de haber reasumido el cargo. Desde el Centro Argentino de Meteorólogos advirtieron que los 

reiterados cambios, renuncias y reestructuraciones generaron un escenario de inestabilidad institucional incompa-

tible con las responsabilidades estratégicas del organismo10. Al cierre del período analizado en este Monitor, Mauad 

había presentado su renuncia y, el 1 de julio, fue anunciado como su reemplazante Pedro Di Nezio, quien cumple los 

requisitos por los cuáles Mauad había sido cuestionado en sus dos asunciones.

Esta inestabilidad institucional se desarrolla en paralelo al ajuste presupuestario y a una reducción de la dotación 

de personal. Entre 2024 y 2026, más de 200 personas fueron desvinculadas del SMN en el marco del proceso de 

reestructuración y “modernización” impulsado por el Gobierno nacional. De esta manera, la pérdida de recursos 

financieros se combina con una reducción de las capacidades humanas de un organismo estratégico para el moni-

toreo meteorológico y climático y la generación de sistemas de alerta temprana.

En cuanto a su participación dentro del presupuesto nacional, el peso del SMN se mantuvo relativamente estable 

durante los últimos años (ver Gráfico 23). Sin embargo, esta estabilidad no debe interpretarse como una preserva-

ción de sus recursos. La participación relativa se explica, en buena medida, porque la reducción del presupuesto del 

organismo se produjo en simultáneo con un fuerte ajuste del presupuesto nacional. Es decir, el SMN mantiene una 

proporción similar dentro de un presupuesto total considerablemente menor, mientras que sus recursos acumulan 

una pérdida real del 47,7% respecto de 2023.

En un contexto de crisis climática y de creciente exposición a eventos meteorológicos extremos, la combina-

ción entre pérdida de recursos, reducción de personal e inestabilidad en la conducción debilita las capacida-

des de este organismo.

10. Para más información ver: https://www.lanacion.com.ar/sociedad/por-segunda-vez-renuncia-el-director-del-servicio-meteorologico-nacional-
nid29062026/

https://www.lanacion.com.ar/sociedad/quien-es-pedro-di-nezio-el-nuevo-director-del-servicio-meteorologico-nacional-nid06082026/
https://www.lanacion.com.ar/sociedad/quien-es-pedro-di-nezio-el-nuevo-director-del-servicio-meteorologico-nacional-nid06082026/
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Gráfico 22. Ejecución presupuestaria del Servicio Meteorológico Nacional a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y REM.

Gráfico 23. Participación del Servicio Meteorológico Nacional dentro del presupuesto ejecutado 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.
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Secretaría de Inteligencia del Estado
La Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE) comenzó el 2026 con un presupuesto de $97.135 millones, monto 

que se mantuvo sin modificaciones. Al finalizar junio, se ejecutaron $48.206 millones, equivalentes al 49,6% de los 

recursos disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente representa un aumento del 7,3% respecto de 2023 

(ver Gráfico 24).

La evolución de su participación dentro del presupuesto nacional también muestra un cambio de tendencia. Entre 

2017 y 2021, el peso relativo de los recursos destinados a inteligencia disminuyó de manera sostenida, mientras que 

a partir de 2022 comenzó a incrementarse hasta alcanzar uno de sus mayores presupuestos en la última década en 

2025 (ver Gráfico 24). Durante el primer semestre de 2026, la SIDE representó el 0,063% del presupuesto nacional 

ejecutado, una participación aproximadamente de un 50% superior a la registrada en 2023 (ver Gráfico 25).

Esta evolución contrasta con la observada en buena parte de las partidas ambientales analizadas en este Monitor. 

Mientras organismos y programas vinculados a la protección ambiental mantienen pérdidas significativas de re-

cursos respecto de 2023, la SIDE continúa contando con un presupuesto superior, en términos reales, al disponible 

antes del inicio de la actual gestión. Esta diferencia permite observar que el ajuste presupuestario no se distribuye 

de manera homogénea entre las distintas áreas del Estado, sino que convive con el sostenimiento o fortalecimiento 

de otras partidas consideradas prioritarias.

Gráfico 24. Ejecución presupuestaria de la Secretaría de Inteligencia de Estado a precios constantes de 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y del REM.
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Gráfico 25. Participación de la Secretaría de Inteligencia del Estado dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

Superávit financiero
Desde la asunción de La Libertad Avanza, una de las principales políticas económicas del Gobierno nacional fue 

la eliminación del déficit fiscal. Para alcanzar este objetivo, se aplicó un fuerte ajuste sobre el presupuesto nacio-

nal que permitió obtener un resultado financiero superavitario durante los dos primeros años de gestión. En 2026, 

esta orientación se mantuvo y se buscó avanzar incluso en su institucionalización mediante el proyecto de Ley 

de Compromiso Nacional para la Estabilidad Fiscal y Monetaria, que proponía establecer de forma permanente la 

obligación de formular presupuestos nacionales con resultado financiero equilibrado o superavitario y facultaba al 

Poder Ejecutivo a realizar los ajustes necesarios para preservar dicho equilibrio durante su ejecución. Si bien el pro-

yecto obtuvo dictamen de mayoría en la Cámara de Diputados, finalmente no fue aprobado. No obstante, la Ley de 

Presupuesto 2026 incorporó para este ejercicio la obligación de alcanzar un resultado financiero equilibrado o 

superavitario, consolidando el equilibrio fiscal como uno de los principales objetivos de la política presupues-

taria del Gobierno.

Durante el primer semestre de 2026, el Gobierno nacional acumuló un superávit financiero de $1.456.194 millo-

nes. En la Tabla 3 se estima la cantidad de recursos adicionales que serían necesarios para que las partidas ambien-

tales analizadas en este Monitor recuperen el poder adquisitivo que tenían en 2023 y qué proporción del superávit 

financiero acumulado representaría ese esfuerzo. El ejercicio permite dimensionar el reducido peso fiscal de estas 

políticas y mostrar que su fuerte desfinanciamiento no resulta determinante para explicar la obtención del superávit 

financiero.
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Esto no implica que la preservación del financiamiento ambiental deba realizarse en detrimento de otras 

políticas públicas igualmente necesarias, ni que el mantenimiento de un resultado fiscal superavitario deba 

constituir un objetivo prioritario frente a la garantía de derechos. El ajuste aplicado durante los últimos años 

también alcanzó áreas fundamentales como educación, salud, ciencia, cultura y protección social. Por lo tanto, el 

debate no debería reducirse a determinar qué partidas pueden recomponerse sin abandonar el superávit, sino 

a discutir la propia composición de la política fiscal, sus prioridades distributivas y las alternativas disponibles 

para financiar las funciones del Estado.

La decisión de reducir el gasto constituye sólo una de las vías posibles para alcanzar determinado resultado fiscal. 

Existen alternativas que involucran tanto la composición del gasto como la estructura de los ingresos públicos. 

Entre ellas se encuentran la revisión de los subsidios destinados a empresas hidrocarburíferas y de los beneficios y 

exenciones fiscales otorgados a sectores de elevada rentabilidad, como los contemplados por el RIGI y el régimen 

de promoción de la actividad minera, por mencionar algunos. Estas herramientas, que implican que el Estado deje 

de percibir recursos públicos, se conocen como "gasto tributario" y forman parte de las decisiones que determinan 

el resultado fiscal.

Al momento de elaboración de este informe, el Gobierno se encuentra impulsando el denominado “Super RIGI”, que 

apunta a profundizar un esquema de incentivos y beneficios para grandes inversiones. De esta manera, la conso-

lidación del ajuste fiscal se desarrolla simultáneamente con fuertes recortes sobre políticas públicas desti-

nadas a garantizar derechos y con el mantenimiento o ampliación de beneficios fiscales para determinadas 

actividades económicas.

El equilibrio fiscal, por lo tanto, no constituye un resultado neutral ni determina por sí mismo una única combinación 

posible de ingresos y gastos. La forma en que se alcanza expresa decisiones políticas y distributivas: qué gastos 

se reducen, qué políticas se financian, qué sectores reciben subsidios o beneficios fiscales y sobre quiénes 

recae el esfuerzo tributario. En este sentido, discutir el ajuste ambiental implica necesariamente inscribirlo en un 

debate más amplio sobre las prioridades del Estado y sobre quiénes asumen los costos de la consolidación del ajuste 

fiscal.
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Tabla 3. ¿Cuánta plata y qué porcentaje del superávit financiero se hubiera necesitado para mantener el valor real de 

las diferentes partidas analizadas?

Partidas presupuestarias

Cantidad de dinero que se 
necesita para mantener el 
valor real de las partidas 
igual al de 2023 (en 
millones de pesos) 

 Porcentaje del superávit 
financiero que se hubiera 
necesitado para mantener 
el valor real de las partidas 
igual al de 2023 

Subsecretaría de Ambiente 232.270 16,0%

Administración de Parques Nacionales 76.506 5,25%

Fondo nacional para la Conservación y el 
Enriquecimiento de los Bosques Nativos

42.696 2,93%

Servicio Nacional de Manejo del Fuego 52.632 3,61%

Manejo del Fuego (APN)  - -

Sistema de Áreas Marinas Protegidas 582 0,04%

Partidas destinadas al saneamiento de la 
Cuenca Matanza-Riachuelo

671.550 46,12%

Energías renovables y eficiencia energética  - -

Servicio Meteorológico Nacional 31.869 2,19%

Prevención Sísmica 1.285 0,09%

Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 4.110 0,28%

Todas las partidas mencionadas anteriormente 1.110.966 76,3%

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC, del REM y del Ministerio de Economía.

Deuda Pública
Los Servicios de la Deuda Pública comenzaron el 2026 con un presupuesto de $14.118.044 millones, monto que 

se mantuvo sin modificaciones durante el primer semestre. Al finalizar junio, se ejecutaron $9.373.893 millones, 

equivalentes al 66,4% de los recursos disponibles. En términos reales, el presupuesto vigente presenta una caída del 

32,3% respecto de 2023 (ver Gráfico 26).

Sin embargo, la reducción real de los recursos destinados al pago de la deuda no implicó una pérdida de relevancia 

dentro del presupuesto nacional. Su participación alcanzó un máximo cercano al 20% en 2019 y posteriormente 

descendió hasta estabilizarse en valores próximos al 10%. Durante el primer semestre de 2026, los Servicios de la 

Deuda Pública representaron el 12,3% del presupuesto nacional ejecutado, frente al 9,1% registrado en 2023 (ver 

Gráfico 27). En términos concretos, de cada $100 ejecutados por el Estado nacional durante los primeros seis 

meses del año, más de $12 se destinaron al pago de los servicios de la deuda.
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Esta evolución resulta particularmente relevante al compararla con las partidas ambientales analizadas en este 

Monitor. Si bien tanto los Servicios de la Deuda Pública como el presupuesto nacional registraron reducciones reales 

respecto de 2023, los recortes aplicados sobre buena parte de las políticas ambientales fueron considerablemente 

superiores. Mientras los recursos destinados a los servicios de la deuda presentan una caída real del 32,3%, partidas 

como la Subsecretaría de Ambiente y el saneamiento de la Cuenca Matanza-Riachuelo acumulan pérdidas superio-

res al 80% y 90%, respectivamente (ver Gráfico 28).

De esta manera, se observa que el ajuste fiscal no afectó de forma homogénea a las distintas partidas del Estado. En 

un presupuesto nacional considerablemente menor al de 2023, los Servicios de la Deuda Pública no sólo con-

servaron una porción significativa de los recursos, sino que incrementaron su peso relativo dentro del gasto 

total. En paralelo, las políticas ambientales redujeron fuertemente tanto sus recursos reales como, en numerosos 

casos, su participación dentro del presupuesto nacional.

Esta priorización presupuestaria adquiere además una dimensión socioambiental más amplia. La deuda pública ge-

nera una doble presión: por un lado, demanda recursos fiscales para afrontar sus servicios; por otro, la necesidad de 

obtener divisas para hacer frente a los compromisos externos incentiva la expansión de sectores exportadores que, 

en Argentina, se encuentran fuertemente asociados a actividades extractivas como la minería, los hidrocarburos y 

el sector agroindustrial. En este sentido, la deuda no sólo condiciona la disponibilidad de recursos para financiar 

políticas públicas, sino también las estrategias productivas impulsadas para generar las divisas necesarias 

para su repago.

Gráfico 26. Ejecución presupuestaria de la Deuda Pública a precios constantes en 2026

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y del REM.

60.000.000

50.000.000

40.000.000

30.000.000

20.000.000

10.000.000

0

E
n

 m
ill

on
es

 d
e 

pe
so

s 
($

)

Ejecutado Sin ejecutar

2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 2026

4.744.152

9.373.8939.373.893



34HACIA UNA NUEVA NORMALIDAD: AJUSTE Y DESFINANCIAMIENTO DE LA POLÍTICA AMBIENTAL

DOCUMENTO FARN

Gráfico 27. Participación de la Deuda Pública dentro del presupuesto ejecutado

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto.

Gráfico 28. Variación real de las partidas ambientales, SIDE, deuda pública y el presupuesto nacional con respecto a 

2023

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Presupuesto Abierto, de INDEC y del REM.
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Palabras finales
El análisis del primer semestre de 2026 muestra que el ajuste sobre las políticas ambientales atraviesa una nueva 

etapa. Si durante 2024 y 2025 el rasgo predominante fue la magnitud y velocidad de los recortes, en 2026 

comienza a consolidarse un escenario en el que niveles extraordinariamente bajos de financiamiento dejan 

de aparecer como una situación transitoria y pasan a constituirse en el nuevo punto de partida de la política 

ambiental nacional. Esto ocurre, además, en el primer año de la gestión de La Libertad Avanza con una Ley de 

Presupuesto aprobada por el Congreso, lo que evidencia que el cambio en el marco institucional no implicó una 

modificación sustantiva en la orientación de la política fiscal.

El presupuesto nacional registra una caída real del 36,3% respecto de 2023, pero el ajuste no se distribuyó de manera 

homogénea. Varias de las principales políticas ambientales presentan reducciones considerablemente superiores al 

promedio: la Subsecretaría de Ambiente mantiene una pérdida superior al 80%, el Servicio Nacional de Manejo del 

Fuego supera el 70%, la Administración de Parques Nacionales se encuentra más del 40% por debajo y las partidas 

destinadas al saneamiento de la Cuenca Matanza-Riachuelo acumulan una caída superior al 90%. En otros casos, 

como el Fondo de Bosques y las políticas de energías renovables y eficiencia energética, al desfinanciamiento se le 

suman persistentes problemas de subejecución.

La continuidad de estos niveles de financiamiento tiene consecuencias que exceden la dimensión presupuestaria. 

El deterioro sostenido de los recursos afecta las capacidades institucionales, técnicas y operativas necesarias para 

prevenir daños, controlar actividades productivas, conservar ecosistemas y responder frente a emergencias. Esto se 

observa, por ejemplo, en el Servicio Nacional de Manejo del Fuego, donde la reducción presupuestaria se combina 

con menores metas físicas vinculadas tanto al combate de incendios como a la alerta temprana y la prevención. De 

esta manera, el ajuste no sólo implica disponer de menos recursos, sino también debilitar las herramientas con 

las que cuenta el Estado para garantizar derechos sociales, culturales, económicos y ambientales.

Al mismo tiempo, la distribución del ajuste permite observar las prioridades que orientan el gasto público. Mientras 

numerosas políticas ambientales permanecen muy por debajo de sus niveles de 2023, otras partidas fueron relati-

vamente preservadas o fortalecidas. Los Servicios de la Deuda Pública, por ejemplo, también presentan una caída 

real, pero considerablemente menor a la registrada por varias políticas ambientales. Además, aumentaron su parti-

cipación dentro del presupuesto ejecutado del 9,1% en 2023 al 12,3% durante el primer semestre de 2026. A su vez, 

incluso después de los recortes realizados durante este año, los subsidios a la oferta hidrocarburífera continúan 

representando recursos varias veces superiores a los destinados a políticas ambientales y de transición energética.

Estas diferencias muestran que el ajuste fiscal no es neutral. Reducir el gasto público implica decidir qué políticas se 

recortan, cuáles se preservan y qué actividades continúan siendo promovidas. Esto resulta particularmente relevan-

te cuando el debilitamiento de las capacidades estatales de prevención, regulación y control ambiental convive con 

incentivos económicos, fiscales y regulatorios destinados a sectores extractivos con elevados impactos socioam-

bientales. En este sentido, no se trata únicamente de cuánto gasta el Estado, sino también de qué actividades 

promueve y qué capacidades conserva para regular y gestionar sus consecuencias.

Existen alternativas al ajuste del gasto destinado a garantizar derechos que requieren discutir tanto la com-

posición de las erogaciones como la estructura de los ingresos públicos. La revisión de los subsidios dirigidos 

a empresas hidrocarburíferas y de los beneficios fiscales otorgados a grandes inversiones y actividades ex-

tractivas constituye parte de ese debate. La continuidad del RIGI y el impulso de nuevos esquemas de incenti-

vos muestran que la consolidación fiscal convive con el sostenimiento de beneficios para determinados sectores 

económicos.
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Después de más de dos años de ajuste, el principal riesgo es que niveles excepcionalmente bajos de finan-

ciamiento se consoliden como la nueva normalidad de la política ambiental argentina. Revertir esta tendencia 

implica discutir integralmente qué capacidades debe garantizar el Estado, qué estructura productiva se promueve y 

cómo se distribuyen los costos y beneficios de la política fiscal. El presupuesto público no constituye únicamente 

una herramienta contable, expresa prioridades políticas y determina, en buena medida, las capacidades mate-

riales con las que cuenta el Estado para garantizar derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.
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Partidas 
presupuestarias

Inicial Vigente Ejecutado
% 
ejecución

% 
participación 
dentro del 
presupuesto 
nacional 
ejecutado

% 
participación 
dentro del 
presupuesto 
nacional 
vigente

Variación 
real con 
respecto 
a 2023

Subsecretaría de 
Ambiente

 51.507 49.697 10.083 20,3% 0,013% 0,034% -82,4%

Administración de 
Parques Nacionales

111.459 106.977 45.622 42,6% 0,060% 0,073% -41,7%

Fondo Nacional para 
el Enriquecimiento y 
la Conservación de los 
Bosques Nativos

17.468 17.442 2.610 15,0% 0,0034% 0,012% -71,0%

Servicio Nacional de 
Manejo del Fuego

20.131 20.131 16.887 83,9% 0,022% 0,014% -72,3%

Manejo del Fuego 
(APN)

6.805 6.805 2.420 35,6% 0,0032% 0,0047% 9,2%

Sistema de Áreas 
Marinas Protegidas

847 807 273 33,8% 0,00036% 0,00055% -41,9%

Partidas destinadas 
al saneamiento 
de la cuenca 
Matanza-Riachuelo

50.754 49.818 28.605 57,4% 0,038% 0,034% -93,1%

Partidas destinadas 
al fomento de las 
energías renovables 
y la eficiencia 
energética

33.893 35.758 1.630 4,6% 0,0021% 0,025% 5,8%

Prevención Sísmica 1.965 1.938 881 45,5% 0,0012% 0,0013% -39,9%

Servicio Meteorológico 
Nacional

35.011 35.011 17.270 49,3% 0,023% 0,024% -47,7%

Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas

4.725 4.720 2.361 50,0% 0,0031% 0,0032% -46,5%

Subsidios a la Oferta 
de Hidrocarburos

651.600 292.015 28.092 9,6% 0,037% 0,20% -65,6%

Subsidios a la 
Demanda de 
Hidrocarburos

498.400 438.649 130.577 29,8% 0,17% 0,30% -21,2%

Secretaría de 
Inteligencia de Estado 
(SIDE)

97.135 97.135 48.206 49,6% 0,063% 0,067% 7,3%

Servicios de Deuda 
Pública

14.118.044 14.118.044 9.373.893 66,4% 12,31% 9,69% -32,3%

Presupuesto total 148.069.294 145.629.921 76.175.543 52,3% 100% 100% -36,3%
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Metodología
A lo largo del presente documento se utilizaron tres indicadores principales para el análisis de la evolución y el 

desempeño presupuestario de las distintas partidas presupuestarias. Los datos utilizados para los años 2017 a 2025 

contemplan la ejecución anual de cada partida presupuestaria, mientras que para el año 2026 se utiliza el presu-

puesto vigente y presupuesto ejecutado actualizado al 30 de junio de 2026. La comparación utilizada con el año 

2023 se debe a que fue el último año en tener Ley de Presupuesto aprobada por el Congreso de la Nación.

En primer lugar, se empleó el porcentaje de ejecución presupuestaria, calculado como la relación entre el presu-

puesto devengado y el presupuesto vigente al cierre del ejercicio fiscal. Este indicador permite evaluar el grado de 

utilización efectiva de los recursos asignados a cada política pública.

En segundo término, para estimar la variación real de las partidas presupuestarias, se consideró la inflación prome-

dio anual correspondiente a cada período analizado. Para el año 2026, al tratarse de un ejercicio en curso, se utilizó 

los datos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos y el Relevamiento de Expectativas de Mercado —dado que el 

dato de inflación interanual incorporado en la Ley de Presupuesto 2026 ya fue superado por la inflación acumulada 

en los primeros 6 meses del 2026— con el objetivo de realizar comparaciones en términos reales entre períodos.

En tercer lugar, se analizó la participación de cada partida dentro del presupuesto nacional, calculada como la 

proporción que representa la ejecución presupuestaria de cada programa respecto de la ejecución total del presu-

puesto nacional al cierre de cada ejercicio. Para el año 2026, se utilizó el crédito presupuestario vigente tanto para 

las partidas analizadas como para el total del presupuesto nacional así como el presupuesto devengado durante los 

primeros 6 meses del año.

El período de análisis comprendido en los gráficos abarca los años 2017 a 2026. La selección de este intervalo 

temporal responde a la disponibilidad de series homogéneas del Índice de Precios al Consumidor (IPC) elaboradas 

por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC), con base diciembre de 2016. Esta decisión metodológica 

permitió evitar el empalme de series inflacionarias con distintas bases, garantizando la consistencia y comparabili-

dad de las estimaciones de variación real a lo largo del período analizado.

Para el apartado Prevención Sísmica se utilizaron datos del Instituto Nacional de Prevención Sísmica (INPRES), de 

la Secretaría de Energía de la Nación, del Observatorio de Sismicidad Inducida y de medios de comunicación espe-

cializados en el sector hidrocarburífero. Para el período 2013–2022 se empleó la información oficial sobre cantidad 

de fracturas publicada por la Secretaría de Energía, mientras que para los años 2023–2026 se recurrió a datos 

difundidos por medios especializados como Econojournal, Run Run Energético y Ámbito Energía.

La utilización de estas fuentes alternativas responde a los rezagos en la actualización de la información oficial sobre 

fracturas hidráulicas, lo que puede derivar en subestimaciones en los últimos registros disponibles. En contraste, 

los medios especializados relevan información provista directamente por las empresas operadoras y presentan una 

mayor actualización para los períodos recientes, permitiendo una aproximación más precisa a la dinámica actual de 

la actividad.



El presente documento contó con la revisión de Ariel Slipak. 

Las opiniones expresadas en este informe son de exclusiva responsabilidad de quienes escriben y no ne-
cesariamente coinciden con las de FARN. 

FARN adopta la perspectiva de género en todos los aspectos de su trabajo. En ese sentido, en todas sus 
publicaciones se respetan la utilización del lenguaje inclusivo y las diversas formas de expresión que cada 
persona ha elegido para su colaboración. 

Publicado en septiembre de 2026, Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN).  
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